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DEBIDO PROCESO: A pesar de ser la acción constitucional y el incidente de desacato trámites sumarios y expeditos, no por ello deben surtirse sin observar el debido proceso y las garantías procesales que les asisten a los incidentados
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, ocho de octubre de dos mil quince
Acta Nº            de 8 de octubre de 2015
En el  término estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 procede la Sala a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de la consulta de la sanción que mediante auto del 17 de septiembre de 2015 impuso el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, a los doctores Camilo Buitrago Hernández e Iris Marin, Directores General de Gestión Social y Humanitaria y de Reparaciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-, respectivamente y a la doctora Paula Gaviria Betancur, Directora General de la misma entidad, por desacato a una orden de tutela.

A U T O:

Mediante proveído del 17 de septiembre del año que avanza, el juzgado de conocimiento se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por la accionante ALBA LUCIA MONTES GIRALDO con motivo de la desatención  de los Directores General de Gestión Social y Humanitaria y de Reparaciones de la UARIV a la orden de tutela que impartiera el día 20 de mayo de 2015, y dispuso la sanción contra dichos funcionarios y contra a la doctora Paula Gaviria Betancur, Directora General de la misma entidad,  consistente en el pago de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

Para resolver, 
SE CONSIDERA:

La pretensión de quien acciona en tutela ha de dirigirse, fundamentalmente, según el artículo 86 de la Constitución, a obtener una orden judicial que ampare o haga efectivo el goce de un derecho fundamental que ha sido vulnerado o amenazado. 

Producida dicha orden, la aspiración queda colmada y su desacato por el obligado genera una situación de conflicto jurídico que obliga al juez constitucional de primer grado a hacer prevalecer la vigencia y efectividad de la orden impartida, la seriedad y majestad de la justicia y la obligatoriedad en el acatamiento de las decisiones judiciales. Por ello se faculta al juez de tutela para declarar el desacato e imponer las respectivas sanciones.

En el presente asunto, en la sentencia que amparó el derecho de petición de la señora Montes Giraldo se ordenó a los doctores Camilo Buitrago Hernández e Iris Marin, Director General de Gestión Social y Humanitaria y Directora de Reparaciones de la Unidad para la Atención y la Reparación Integral de las Víctimas  -UARIV- respectivamente, dar respuesta al derecho de petición formulado por ésta.
El día 28 de mayo del año en curso, la actora comunicó el incumplimiento de la orden impartida por parte de la entidad obligada, hecho que motivó al juzgado a requerir, en auto de tres de junio de igual año –fl 21- a los funcionarios antes citado, para que acataran el citado fallo.

Sin obtener pronunciamiento alguno, el día 30 de junio de 2015, se requirió a la Directora General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, doctora Paula Gaviria Betancur, para que, en su condición de superior jerárquico de los obligados, les hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en contra de cada una de ellos, tal y como lo dispone el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.

Transcurrido en silencio el término concedido para efectos de lo anterior, a través de auto de fecha 31 de julio de 2015 –fl 30 y 31-, se dispuso la apertura del incidente de desacato en contra los doctores Camilo Buitrago Hernández e Iris Marin, Directores General de Gestión Social y Humanitaria y de Reparaciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, respectivamente y a la doctora Paula Gaviria Betancur, Directora General de la misma entidad, corriéndole traslado para ejercer su derecho de defensa. Dicha decisión se materializó en las comunicaciones Nos 21470, 1471 y 1472 de 2015.
El incidente se resolvió de fondo el día diecisiete (17) de septiembre de 2015, declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, y en consecuencia, se impuso a dichos funcionarios, sanción consistente en la multa de 5 salarios mínimos mensuales, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes –fls 35 a 36 vto-, orden que se materializó a través de los oficios Nos 1828, 1829 y 1830 de 2015.
Ahora bien, el presente asunto se encuentra al conocimiento de la Sala para realizar el control de legalidad a la sanción impuesta y en tal sentido, luego de revisar detalladamente cada una de las actuaciones surtidas en el trámite anterior, se encuentra que si bien las mismas no ofrecen reproche, en cuanto al trámite incidental, lo cierto es que el mismo se encuentra viciado desde su génesis, pues aunque la orden de tutela fue dirigida a los Directores General de Gestión Social y Humanitaria y de Reparaciones de la UARIV, Camilo Buitrago Hernández e Iris Marín, la misma no les fue notificada, pues la comunicación librada para tales efectos, fue dirigida a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas en esta ciudad,  mientras que en los varios requerimientos efectuados en el presente trámite, fueron individualizados los citados funcionarios, y remitidas las notificaciones a la UARIV con sede en Bogotá.

Lo anterior, resulta suficiente para declarar la nulidad de la actuación surtida en primera instancia, pues a pesar de ser la acción constitucional y el incidente de desacato trámites sumarios y expeditos, no por ello deben surtirse sin observar el debido proceso y las garantías procesales que les asisten a los incidentados.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la actuación surtida a partir del auto proferido el 3 de junio de 2015 inclusive, dentro del incidente de desacato iniciado por la señora Alba Lucía Montes Giraldo en contra de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas.

SEGUNDO: COMUNICAR a los interesados, el contenido de la presente decisión, en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
Integrantes de la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCIA CAICEDO CALDERON 

                                                                                         Magistrada                            
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
       Secretaria
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

CONFIRMAR la sanción impuesta por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira al doctor OMAR ALONSO TORO SÁNCHEZ,   Director Territorial del Eje Cafetero de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV- y a la doctora PAULA GAVIRIA BETANCUR, Directora  General de la misma entidad.
SEGUNDO: COMUNICAR a los interesados, el contenido de la presente decisión, en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
                                                                Ponente 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                ANA LUCIA CAICEDO CALDERON 
                                                                                 Magistrada                                                
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria
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